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Capítulo I Compraventa Civil






1. El contrato de compraventa


 Concepto y caracteres. Naturaleza jurídica. Distinción de la compraventa mercantil

La compraventa se define legalmente en el art. 1445 CCiv como el contrato por el que uno de los contratantes se obliga a entregar una cosa determinada y el otro a pagar por ella un precio cierto en dinero o signo que lo represente.


Al concepto legal conviene precisar que el vendedor se obliga a transmitir una cosa o un derecho: así, pese a que el art. 1445 CCiv sólo hable de la cosa, el vendedor tanto puede vender una finca como el usufructo sobre ella.



En cuanto a sus características esenciales, el contrato de compraventa se configura como un contrato consensual, en tanto en cuanto se perfecciona por el mero consentimiento sobre la cosa y el precio, sin que sea preciso que la una y el otro hubieran sido entregados (art. 1450 CCiv), bilateral art. 1445 CCiv: intervienen dos partes que ostentan intereses contrapuestos—, sinalagmático —art. 1445 CCiv: produce obligaciones recíprocas, unidas por un sinalagma genético y funcional—, oneroso —arts. 1445 a 1449 CCiv: implica sacrificios o desplazamientos patrimoniales para ambas partes—, conmutativo como regla general —arts. 1445, 1447 y 1449 CCiv: la cosa y el precio están determinados desde el momento de la celebración del contrato—, no formal —arts. 1279 y 1280, 1450 CCiv: el contrato es perfecto desde que concurre el consentimiento de ambos, cualquiera que sea la forma en que se haya otorgado—, y productor de efectos obligacionales, sirviendo como título para adquirir la propiedad, cuando vaya acompañado de la entrega o tradición de la cosa (arts. 609 y 1095 CCiv), y, además, se configura como un contrato de tracto único. 

En este último sentido, se expresa la STS de 22 de abril de 2004, Rec. 1620/1998, cuando afirma que "el contrato de compraventa es un contrato de tracto único, no obstante la forma aplazada del precio; los contratos de tracto sucesivo dan lugar a obligaciones cuyo cumplimiento supone realizar prestaciones reiteradas durante cierto tiempo, lo que no ocurre en la compraventa aunque se pacte un aplazamiento del pago”.

A estos caracteres ha de añadirse el de ser un contrato principal, que no necesita de ningún otro para tener vida y producir efectos, y ser nominado o típico al que el Código Civil le dedica el Título IV, Libro IV, arts. 1445 a 1537 CCiv.

Para concluir, ha de señalarse la naturaleza del contrato de compraventa como paradigma del contrato bilateral y recíproco por excelencia, y de la estructura del contrato en sí, lo que motiva que sus disposiciones sean aplicables de manera supletoria a otras figuras. Piénsese en el contrato de permuta, en el que el art. 1541 CCiv remite a las disposiciones concernientes a la venta en todo lo que no se halle especialmente determinado en este título, a pesar de las diferencias existentes entre ambos (cfr.: art. 1538 CCiv).

La noción sobre la compraventa mercantil se contiene en los arts. 325 y 326 CCom, que se ocupan de la delimitación de la compraventa mercantil frente a la civil, y en el primero de los preceptos señala los requisitos que debe reunir dicho contrato para que pueda calificarse como tal, estableciendo que "será mercantil la compraventa de cosas muebles para revenderlas, bien en la misma forma que se compraron o bien en otra diferente, con ánimo de lucrarse en la reventa". El segundo, el art. 326 CCom, enumera una serie de supuestos a los que, a pesar de cumplir los requisitos del artículo anterior, no se les aplica la normativa de este Código (compras para consumo; ventas de cosechas y ganados; ventas por artesanos en sus talleres; y reventas por no comerciante de resto de acopios para consumo). 

La doctrina científica más autorizada señala que la nota que caracteriza la compraventa mercantil frente a la civil es el elemento intencional, que se desdobla en un doble propósito por parte del comprador: 


	
• El de revender los géneros comprados.

	
• El ánimo de lucro, que consiste en obtener un beneficio de la reventa.




La compraventa mercantil, por tanto, se hace no para que el comprador satisfaga sus propias necesidades, sino para lucrarse con tal actividad, constituyéndose el comprador en una especie de intermediario entre el productor de los bienes comprados y el consumidor de los mismos.



Existe una posible excepción a este criterio general y es el de las compras que realizan los empresarios para uso o consumo de su propia empresa. Pues si la jurisprudencia, antiguamente, negó el carácter mercantil de tales compras, estimando que en ellas no existe propósito de venta con ánimo de lucro, sin embargo, resoluciones más recientes afirman el carácter mercantil de estas compras empresariales. 

En este sentido, ya en STS de 3 de mayo de 1985 (LA LEY 9958-JF/0000) se afirmaba que la empresa no compra para consumir, sino para producir, es decir, obtener un beneficio que le permita continuar la cadena productiva. Si bien se ha reconocido también el carácter civil en otros casos: compraventa de una licencia de uso de un programa de gestión administrativa de uso interno se calificará como civil y no como mercantil, puesto que no se compró para revender y obtener un lucro con ella (STS de 13 de mayo de 2015, Rec. 1294/2013); venta de mobiliario para instalar en un complejo hotelero excluye la nota de especulación propia de la compraventa mercantil, tratándose de un contrato civil y siendo aplicable el plazo prescriptivo de tres años (SAP A Coruña de 3 de abril de 2012, Rec. 118/2012); compraventa de fuel que no iba a ser revendido ni transformado en el estado que se recibió, y, tratándose de empresas de distinto tráfico, es de aplicación el plazo prescriptivo de tres años que ha transcurrido (SAP Sevilla de 22 de marzo de 2011, Rec. 6143/2010).

Sea como fuere, la cuestión de la calificación de determinadas compraventas como civiles o mercantiles reviste importancia práctica ya que de ella depende la aplicación al negocio de las normas —diversas— que el Código de Comercio dedica a la caducidad de la acción de repetición del comprador contra el vendedor (arts. 336 y 342), a la doctrina sobre el riesgo (arts. 331, 333-334, 337 a 339), a la tradición de la cosa vendida y el paso de la propiedad al comprador (arts. 331 y 339) y a la mora del comprador (art. 332).

TÉNGASE EN CUENTA: La Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías en la Venta de Bienes al Consumo, crea un régimen específico de garantías aplicable a las compraventas, de carácter civil, de bienes de consumo —siendo consumidor el comprador—, por su incidencia tanto en el régimen de los vicios de la compraventa, regulados en los arts. 1484 y ss. CCiv, como en la regulación de la garantía comercial que se recoge en los arts. 114 y ss. LGDCU.


Partes

Intervenientes

El contrato de compraventa es un negocio bilateral en el sentido de que intervienen dos partes, que son el vendedor (o vendedores), por un lado, que es quien se obliga a entregar una cosa determinada y a responder en caso de evicción (arts. 1445 y 1461 y ss. CCiv) y el comprador (o compradores), por otro, que es quien paga un precio como contraprestación de la entrega.

Capacidad

Vendedor y comprador, precisan de la capacidad para obligarse, esto es, la capacidad general de obrar, por disponerlo así el art. 1457 y ss. CCiv, que no añade ninguna disposición nueva, sino que ratifica el concepto general de capacidad de obrar de los arts. 246, 1263 y concordantes CCiv a los que debe reconducirse la regla del art. 1457 y concordantes CCiv.

La mención del último inciso del art. 1457 y concordantes CCiv que salva de la regla general "las modificaciones contenidas en los artículos siguientes" es superflua, ya que el art. 1458 y concordantes CCiv nada modifica, y el art. 1459 y concordantes CCiv contiene una serie de prohibiciones.

En consecuencia:


	
•  Si es mayor de edad, tiene capacidad para celebrar el contrato de compraventa, salvo que concurra alguna prohibición legal de comprar (de vender no la hay).

	
•  El menor de edad, que carece de capacidad de obrar, si realiza el contrato de compraventa será inexistente si carece absolutamente de conciencia y voluntad; será anulable si tiene conciencia y voluntad, pero no ha alcanzado la mayoría de edad, dieciocho años.

	
•  El menor emancipado, podrá comprar, pero no podrá vender bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industriales, ni objetos de extraordinario valor sin el complemento de capacidad que le deberán prestar los padres o el defensor judicial (art. 247 CCiv).

	
•  El menor de edad casado pueda enajenar o gravar bienes inmuebles, establecimientos mercantiles u objetos de extraordinario valor que sean comunes, con el consentimiento del otro cónyuge si es mayor de edad, o si también es menor, se necesitará, además, el de los padres o defensor judicial de uno y otro (art. 248 CCiv).

	
•  En el caso del discapacitado, la sentencia que adopte las medidas judiciales de apoyo determinará si alcanza o no a la compraventa y en qué medida (si como vendedor o como comprador, qué tipo de bienes, etc.), tal como establece con carácter general el art. 760 LEC. Si la alcanza, la compraventa será anulable, salvo que carezca totalmente de conciencia y voluntad, en cuyo caso sería inexistente.

	
•  Los padres o curadores necesitarán autorización judicial para la venta de bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industriales, objetos preciosos y valores mobiliarios del menor o incapaz, salvo el derecho de suscripción preferente de acciones, que el Juez deberá conceder por causas justificadas de utilidad o necesidad, con audiencia del Ministerio Fiscal (arts. 166 y 287 CCiv). En caso de no recabarse la autorización del juez, el contrato es anulable a instancia del menor o incapaz, una vez alcanzada la mayoría de edad o recuperada la plena capacidad en el caso de personas incapacitadas. No será necesaria, sin embargo, esta autorización judicial si el menor hubiera cumplido dieciséis años y lo consintiera en documento público, ni tampoco para la enajenación de valores mobiliarios siempre que su importe se reinvierta en bienes o valores seguros (art. 166 párrafo 3.º CCiv).

Si el menor estuviera emancipado deberá contar con la asistencia de sus padres o defensor judicial (o de su cónyuge, si está casado y es mayor de edad) para enajenar bienes inmuebles y establecimientos mercantiles o industriales u objetos de extraordinario valor (arts. 247 y 248 CCiv).



	
•  En relación a las personas casadas en régimen de gananciales, se exige como regla general el consentimiento de ambos cónyuges para la administración y disposición de los bienes comunes (vid. artículos 1.375 y 1.377), sancionándose con la anulabilidad del negocio a instancia del cónyuge cuyo consentimiento se hubiera omitido o de sus herederos, o la nulidad de pleno derecho para los actos a título gratuito (art. 1322 CCiv).Como excepción, el art. 1384 CCiv permite al cónyuge titular nominal o detentador de bienes o de dinero, realizar con los mismos actos de administración o de disposición; el art. 1381 CCiv que cada cónyuge, como administrador de su patrimonio privativo, pueda, a efectos de tal administración, disponer de los frutos y ganancias (que son gananciales) por sí solo, sin intervención ni consentimiento del otro cónyuge; y el art. 1382 CCiv permite a uno de los cónyuges disponer, como anticipo, de dinero ganancial, por sí solo, sin consentimiento pero con conocimiento del otro cónyuge, para el ejercicio de su profesión o administración de sus bienes o empresa.

Si el régimen es de separación rigen las reglas ordinarias en lo que respecta a la diposición individual del patrimonio privativo de cada uno de los cónyuges, con una excepción: la venta de la vivienda familiar exige también el consentimiento de ambos aunque pertenezca privativamente a uno de ellos —por haberla adquirido antes del matrimonio o, después, a costa de fondos privativos; haberla recibido a título de herencia o donación, etcétera— (art. 1320 CCiv). 

Por último, rige el principio de libre contratación entre cónyuges, al disponer el art. 1458 CCiv que “los cónyuges podrán venderse bienes recíprocamente”.

Hasta la reforma del Código Civil por  la Ley 11/1981, de 13 de mayo, en materia de filiación, patria potestad y régimen económico del matrimonio, se prohibía la contratación entre los cónyuges a título oneroso (el antiguo art. 1458) y a título gratuito (el antiguo art. 1334).

Actualmente, los cónyuges carecen de toda limitación para celebrar entre sí todo contrato a título oneroso o a título gratuito, ya sea compraventa, permuta o transacción.





Prohibiciones de comprar

El art. 1459 CCiv dispone que no podrán adquirir por compra:


	
1. Los que desempeñen el cargo de tutor o funciones de apoyo, los bienes de la persona o personas a quienes representen.La anterior disposición debe completarse con el art. 251.3º CCiv, que prohíbe a quien desempeñe alguna medida de apoyo adquirir por título oneroso bienes de la persona que precisa el apoyo o transmitirle por su parte bienes por igual título, por lo cual incluye la prohibición no sólo de comprar, sino también de vender.

La prohibición afecta, en su ámbito subjetivo, a todos los cargos tutelares: tutor, curador y defensor judicial. Y en el ámbito objetivo a todos los bienes y derechos del tutelado que pretenda comprarle y a los bienes y derechos del tutor, curador o defensor que pretenda venderle.



	
2. Los mandatarios, los bienes de cuya administración o enajenación estuviesen encargados.En este caso, se prohíbe al mandatario (ámbito subjetivo) que compre bienes que se hallen comprendidos en el concreto mandato (ámbito objetivo).



	
3. Los albaceas, los bienes confiados a su cargo.La prohibición comprende todos los bienes que el albacea controle para cualquier tipo de misión, sea para su administración, su enajenación, sea para la simple custodia. Por tanto, si el albacea es universal, la prohibición alcanzará a todos los bienes de la herencia; si es particular, sólo a aquellos que quedan dentro de su encargo o misión encomendada por el testador; si el testador no le ha nombrado como universal ni le ha encargado una misión particular, será albacea particular con las facultades que le confieren los arts. 902 y 903 CCiv, pero al referirse alguna de éstas a todos los bienes de la herencia (art. 902.3.ª y 4.ª CCiv), la prohibición alcanzará a todos ellos.



	
4. Los empleados públicos, los bienes del Estado, de los Municipios, de los pueblos y de los establecimientos también públicos, de cuya administración estuviesen encargados.El art. 1459.4.º CCiv termina diciendo que “esta disposición regirá para los Jueces y peritos que de cualquier modo intervinieren en la venta”. Pero los Jueces, como integrantes del Poder Judicial están comprendidos en el art. 1459.5.º CCiv, por lo que aquí debe referirse a aquellos funcionarios o particulares que como Jueces —en sentido vulgar (así, personas decisorias en competiciones deportivas)— o peritos, intervengan en la venta de bien público.



	
5. Autoridades y funcionarios de la Administración de Justicia, Abogados, Procuradores, respecto de bienes y derechos que estuviesen en litigio ante los Tribunales o fueron objeto de litigio en el que intervinieran.La prohibición afecta a los Jueces, Fiscales, Letrados de la Administración de Justicia, funcionarios judiciales, Abogados, Procuradores. En el ámbito objetivo comprende los bienes concretos sobre los que recae o a los que se refiere el litigio en que los anteriores sujetos intervienen por razón de su cargo o profesión. Por otra parte, alcanza la prohibición no sólo a la compra, sino también a la adquisición por cesión. Esta prohibición de cesión se exceptúa (i) en el caso en que se trate de acciones hereditarias entre coherederos, o (ii) de cesión en pago de créditos, o (iii) de garantía de los bienes que posean.

El sentido de tales excepciones es probablemente porque se entiende que en estos litigios los funcionarios son los coherederos, acreedores de los litigantes o cesionarios de un crédito litigioso.





Todas estas prohibiciones de disponer no afectan a la capacidad negocial, sino que impiden a una persona concreta llevar a cabo —por sí o por persona intermedia— un determinado negocio jurídico por su particular posición o relaciones que les unen a determinados sujetos. No es una cuestión de capacidad, sino una prohibición. 

ATENCIÓN: La prohibición expresamente alcanza a la compraventa en subasta por disponerlo así el art. 1459 CCiv. 


La consecuencia de enajenar sin respeto a la prohibición de disponer es la nulidad absoluta del contrato de compraventa (art. 6.3 CCiv: actos contrarios a las normas prohibitivas), apreciable de oficio y no sometida a término de prescripción extintiva ni de posible convalidación. Así se manifiesta la doctrina mayoritaria y es la tesis defendida también en la jurispruencia (STS de 25 de marzo de 2002, Rec. 3132/1996).

 No obstante, otras sentencias, siguiendo a un autorizado sector de la doctrina científica y valorando especialmente que el art. 1459.2º CCiv protege intereses exclusivamente privados, esto es el patrimonio del mandante, interpreta esta norma en combinación con el párrafo segundo del art. 1259 CCiv y con el art. 267 CCo para concluir que el supuesto del art. 1459.2.º da lugar a la anulabilidad, no a la nulidad absoluta, porque la autocontratación puede ser autorizada por el mandante (STS de 29 de noviembre de 2001, Rec. 2389/1996), quedando sujeta por tanto la acción del mandante al plazo de cuatro años establecido en el art. 1301 CCiv (SSTS de 19 de febrero de 2001, Rec. 708/1996). 

Conforme a este último criterio jurisprudencial, cabe la ratificación del mandante para excluir la ineficacia de la compraventa, y tal ratificación puede ser táctica cual sucede, por ejemplo, cuando el mandante, sin impugnar el negocio jurídico celebrado en su nombre por el mandatario, acepta los efectos del mismo en su provecho (STS de 14 de octubre de 1998, Rec. 1623/1994).

Objeto

Tipología

En cuanto al objeto del contrato, la compraventa puede recaer sobre cosas (muebles e inmuebles, genéricas o específicas) y derechos (reales o de crédito, derechos de propiedad intelectual e industrial), o conjuntos de cosas y/o derechos (a excepción hecha de la herencia futura que nunca puede ser objeto del contrato que nos ocupa: art. 1271 CCiv) de contenido patrimonial y de carácter transmisible (quedan fuera, entre otros, los derechos de la personalidad, los derechos morales de autor, los derechos reales de uso y habitación, así como las servidumbres si pretenden enajenarse separadamente del fundo al que están unidas).


Ha de tratarse de una cosa que tenga una existencia actual o futura (arts. 1271, 1460, 1529, 1531 CCiv).



En cuanto a la compraventa de cosa futura, es sabido que la naturaleza obligacional de la compraventa —que no provoca, por sí sola, la transmisión de un derecho, sino que se limita a prepararla mediante la constitución de la obligación de llevarla a cabo—, determina que, como efecto inmediato de su perfección, nazca un vínculo obligatorio —art. 1450 CCiv— y, sólo como efecto mediato —es decir, con la entrega de la cosa, que a la vez que investidura de la posesión o modo, constituye acto debido, pago o cumplimiento: arts. 609, 1095 y 1462 CCiv—, se produzca el efecto jurídico traslativo y real, querido al celebrarla. Por ello mismo, para entenderla celebrada, no precisa la venta que la cosa exista al perfeccionarse, pues basta con que, en ese momento, pueda existir —art. 1271 CCiv—. 

Tampoco es necesario que, al consentir las partes sobre la cosa y el precio, el vendedor tenga poder de disposición sobre aquella. Ambas condiciones han de concurrir en una fase posterior, en concreto, al realizarse el pago o entrega —art. 1160 CCiv—, pues, ciertamente, sin ellas no pueden tener lugar, naturalmente, la disposición traslativa ni la liberación del deudor (STS de 18 de enero de 2013, Rec. 1318/2011).

En la compraventa de cosa que no tiene existencia actual, pero cuyo nacimiento futuro se prevé (compraventa de cosa futura), se difieren las obligaciones de entrega de la cosa que incumbe al vendedor y la del pago del precio que atañe al comprador hasta que aquella llegue a existir; aun así, desde la perfección del contrato surgen una serie de obligaciones de hacer tendentes a que el objeto del contrato exista, y cuyo incumplimiento mediando culpa o dolo de cualquiera de las partes dará lugar a que pueda ejercitarse la acción de resarcimiento de daños y perjuicios, como se verá más adelante.

Requisitos

Los requisitos que ha de reunir la cosa son los del contrato en general, al que se refieren los arts. 1271 a 1273 CCiv.

Tales requisitos son la posibilidad, a que se refiere el art. 1272, la licitud, que contempla el art. 1271 y la determinación o determinabilidad, que prevé el art. 1273:


	
•  La posibilidad de las cosas se refiere a su existencia, real o posible. La imposibilidad de la cosa implica la falta de un requisito del objeto, lo que daría lugar a la inexistencia del contrato, por falta de este elemento esencial.

La imposibilidad puede ser objetiva o absoluta cuando afecta a todos y en todo caso y subjetiva o relativa si alcanza tan sólo a las partes o a una de las partes del contrato concreto. Una y otra provocan la falta de este requisito del objeto, elemento esencial del contrato.

Puede ser también de hecho o de derecho; la primera es por razones fácticas y la segunda por razones jurídicas; aunque esta última es difícil distinguirla de la licitud.

La imposibilidad debe ser originaria, existente desde el momento de la perfección del contrato. Si es sobrevenida, no constituye falta de este requisito, sino que es causa de extinción de la obligación a la que afecta (art. 1182 CCiv) con las consecuencias correspondientes en el contrato, que dependerán si tal imposibilidad sobrevenida es imputable (por dolo o culpa) o no, a la parte a la que afecta.



	
•  La licitud excluye la compraventa sobre cosas extra comercium, bajo pena de nulidad del contrato (cfr.: art. 1494 CCiv, por analogía)

	
•  La determinación exige que la cosa deba estar determinada al perfeccionarse el contrato o ser determinable sin necesidad de nuevo acuerdo de los interesados —tanto por referencia a criterios objetivos (art. 1448 CCiv, por analogía) como subjetivos (art. 1447 CCiv, por analogía), con una excepción: la prohibición de que la determinación de la cosa quede al arbitrio de uno de los contratantes (art. 1449 CCiv, por analogía), lo que indudablemente no impide las compraventas ad pruebam o ad gustum—.Si el objeto fuera determinable pero por nuevo convenio entre las partes (por ejemplo, te vendo esto por el precio que fijaremos el año próximo) no existiría contrato; y cuando tuviera lugar este nuevo convenio, entonces sí habría objeto del contrato y sí sería —entonces, no antes— existente el contrato.

Se trata del único requisito que menciona de modo expreso el art. 1445 CCiv, aunque debe ser interpretado en el sentido de que se encuentre determinada en cuanto a su especie (art. 1273 CCiv), lo que incluye también las compraventas de cosa genérica.





Compraventa de cosa futura

Podemos definir la compraventa de cosa futura como aquel contrato por el que el vendedor se obliga, a cambio de un precio, a entregar una cosa que no existe al contratar, pero puede existir, o que existe pero carece de la individualidad autónoma con la que fue considerada, y puede obtener, o que existe y no es susceptible de ser transmitida en tanto no se la apropie previamente el vendedor. 

Dos son las modalidades que tradicionalmente se incluyen en la compraventa de cosa futura: 

La emptio rei speratae —compra de cosa esperada—, por la que el comprador se obliga a pagar el precio sólo si efectivamente llega a tener realidad física la cosa, según lo acordado. Y la emptio spei —compra de esperanza—, por la que el comprador se obliga a cumplir su contraprestación en todo caso, esto es, independientemente de que la cosa llegue a existir como tal o no (el ejemplo típico es la compra por un precio de toda la pesca o la caza que pueda capturar el vendedor). 

Se observa, por lo expuesto, que el término se aplica a supuestos totalmente distintos: las cosas non in rerum natura son futuras en sí, en su sustancia orgánica o elementos constitutivos; los frutos pendientes son futuros sólo en cuanto cosas jurídicamente autónomas de aquélla que los produce; en los demás casos lo futuro no es la res, sino una especial posición del vendedor respecto de ella, que ha de concurrir para que el contrato produzca sus efectos propios previstos: la facultad o poder de disposición. 


La cosa futura ha de reunir los requisitos que exigen los arts. 1271 a 1273 CCiv: ha de ser posible —su existencia o su individualización—, estar dentro del comercio de los hombres y haber sido determinada por los contratantes o, al menos, ser determinable.



La exigencia de una determinación relativa de toda prestación genérica y la necesidad de que el cumplimiento de la misma esté precedido de una individualización o concentración que la transforme en específica, pueden hacer pensar en una acusada proximidad entre ella y la prestación de cosa futura. 

Sin embargo, esa semejanza no es real. Por un lado, el objeto de la obligación genérica se determina en el contrato, según es sabido, por su pertenencia a un género o clase. Por otro lado, la determinación inicial de la cosa futura no ofrece particularidad alguna si la misma ya existe in rerum natura, al celebrarse el contrato. 


La compraventa de cosa futura tiene un objeto y es totalmente válida. Sólo su eficacia real está suspendida a la espera de que la cosa efectivamente exista. 



En nuestro sistema, la naturaleza consensual y obligacional de la compraventa simplifica la calificación de aquélla que tiene por objeto una cosa inexistente, pero con posible existencia futura, así como la de la manera de funcionar la relación jurídica nacida de ella. 

Del contrato de compraventa, como negocio de obligación —en el sentido de que no provoca por sí la pérdida de un derecho, sino que, simplemente, se limita a prepararla, mediante la constitución del deber (obligación) de transmitir tal derecho—, pero dirigido a producir una disposición y, con ella, una efecto real, deriva, inmediatamente, una relación obligatoria y, mediatamente, a través de la ejecución de la prestación del vendedor —deudor— un efecto jurídico real. Del propio modo el comprador se convierte al contratar en titular de un derecho de crédito o personal contra o frente al vendedor, correlativo a la obligación de éste de entregarle la cosa, y adquiere la propiedad sobre ella cuando se le entrega —art. 1095 CCiv—. 

Esos dos efectos no están desvinculados entre sí, ya que los contratantes lo que persiguen con el negocio es transmitir el derecho y la relación obligatoria no hace sino preparar el efecto jurídico real definitivo y constituye, precisamente, la causa de éste —art. 609 CCiv—. La conexión entre uno y otro efecto, el punto de encuentro entre ambos, es la entrega de la cosa o traditio, que es, por un lado, acto de investidura de la posesión que permite dar a conocer que la transmisión se da y, por otro, acto debido, de pago o cumplimiento de la prestación principal debida por el vendedor —art. 1462 CCiv—. La entrega de la cosa vendida no constituye un negocio jurídico de disposición y, en ese sentido, es inaceptable en nuestro sistema la regla general solvere est alienare; pero si es un acto jurídico de atribución, realizado conscientemente y enlazado de forma causal y finalista al previo proyecto jurídico obligatorio. 

De ahí que la compraventa de cosa futura se perfeccione cuando comprador y vendedor consientan sobre precio y cosa —aunque ésta no exista o sea nullius o carezca el vendedor del poder de disposición sobre ella—. Desde el mismo momento queda el vendedor obligado a entregar, aunque esa obligación no pueda cumplirse hasta un momento futuro. Sin embargo, para que la traditio o modo o acto de cumplimiento de la obligación de entrega provoque el cambio real previsto, es preciso que la cosa exista y que el deudor esté legitimado para transmitirla. Así, el efecto real proyectado en el contrato de compraventa se encuentra a la espera de un acontecimiento futuro e incierto. 

Tal incertidumbre sobre la realización del evento futuro y su influencia sobre la eficacia del contrato, han llevado a algunos a considerar la compraventa de cosa futura como un contrato sometido a condición suspensiva o, en su caso, a una conditio iuris con un distinto alcance, según el caso: así, en la emptio rei speratae se estima condicionado solo el traspaso de la propiedad o todos los efectos del contrato; y en la emptio spei la obligación de entrega. 

Es, no obstante, evidente que si las partes no la pactan no cabe hablar de condición en sentido propio. Y si es cierto que la llamada conditio iuris subordina la eficacia del negocio al cumplimiento de un acontecimiento futuro, por disposición legal, más que de conditio de lo que hay que hablar es de presupuesto legal de la eficacia del contrato. 

Cabe, como se ha dicho, que los contratantes, en uso de la potencialidad normativa creadora que les reconoce el art. 1255 CCiv, constituyan en propia condición suspensiva el suceso futuro, ya sobre todos los efectos del contrato, ya sólo sobre alguno de ellos. 


En ese caso, la reglamentación negocial no entrará en vigor, en la medida que sea, hasta que el evento incierto se cumpla. 



Pero también cabe que las partes configuren ese mismo acontecimiento futuro al modo de una condición resolutoria y que el contrato produzca inicialmente algunos efectos —todos no puede— bien que como interinos o claudicantes, para que queden resueltos si el evento esperado no se produjera. 

Por último, la diferencia entre la emptio rei speratae y la emptio spei no es, otra que la resultante de la distinta manera como las partes regulan en ellas al llamado periculum obligationis, esto és, la repercusión, sobre la prestación debida por el comprador, que produce el incumplimiento inimputable al vendedor de la obligación de entregar la cosa. En la emptio rei speratae rige la regla periculum est venditoris —hasta que, existente la cosa, sea aplicable el art. 1452 CCiv—, de tal manera que, si el suceso futuro o incierto no acontece, el comprador no deberá pagar el precio —principio de reciprocidad—. Mientras que, en la emptio spei, rige la regla periculum est emptoris, según la que, en aquel caso, el comprador habrá de cumplir la prestación que prometió a cambio de lo que no recibe. 

La emptio rei speratae es conmutativa, porque la relación de equivalencia entre las prestaciones a cargo de las dos partes quedó de antemano fijada por ellas y el comprador pagará, lo que entendió valía la cosa, sólo si ésta le es entregada y el vendedor se desprenderá de ella por el valor que para él tiene dadas las circunstancias. 

La emptio spei es, por el contrario, una venta aleatoria, ya que la ejecución de la prestación debida por el vendedor depende de un acontecimiento incierto y no sucede lo propio con la del comprador, que puede encontrarse en situación de tener que pagar sin recibir a cambio lo esperado. 

Pero en la práctica, mayor trascendencia que la clásica distinción expuesta normalmente tendrá la que resulta de que, en ciertos casos, el efecto dispositivo preparado por la compraventa dependa de que el vendedor cumpla una previa prestación de hacer o no hacer que, si el contrato de compraventa típico dá lugar a obligaciones mutuas de entrega de cosa y precio, en algunos supuestos de compraventa de cosa futura deberá ser interpretada la voluntad de las partes para saber que obligaciones y derechos han pactado y, en su caso, determinar que normas propias de otros tipos de contrato, aparte las de la compraventa, habrán de aplicarse y como combinar unas y otras del modo más adecuado. 

En tales casos se plantea un problema de interpretación, otro de calificación y, finalmente, otro de subsunción del negocio bajo las normas que, en defecto de pacto, deban ser aplicadas. 


En la venta de cosa a separar de otra principal hay siempre una especial obligación del vendedor de hacer o dejar hacer. En la venta de cosa a construir hay obligaciones propias de los contratos de arrendamiento de obras y de servicios. En la venta de cosas a suministrar hay una especial obligación de hacer del llamado vendedor. 



Y ello se traduce en que el contrato, aun calificable como compra venta, sea complejo o mixto en su contenido y le resulten aplicables, además de las normas propias de aquel contrato, las que lo son del tipo contractual con el que aparece combinado. 

La obligación de transmitir el dominio existirá, y será exigible, cuando ésa hubiera sido la voluntad contractual de las partes —lo que, por otro lado, será el supuesto normal—. Y, en tal caso, el vendedor no se libera sólo con la entrega de la cosa, sino que también estará obligado a hacer lo necesario para que el comprador se convierta en propietario, lo que presupone: 


	
a) Que la cosa exista cual se convino, en el momento de la traditio —si es que no estaba in rerum natura al perfeccionarse el contrato o, estándolo, carecía de individualidad—; 

	
b) Que el tradens sea dueño de la cosa en el momento de cumplir —art. 1160 CCiv—. 



Cuando el vendedor deba ejecutar un facere previo a la entrega para que ésta sea físicamente posible y valga como pago —venta de edificios sobre planos— se plantean las ya apuntadas dudas sobre la calificación del contrato y su subsunción bajo las normas correctamente aplicables. Dudas a resolver, tras indagar la voluntad de los con tratantes y fijar la trascendencia en el funcionamiento de la relación atribuida a las prestaciones debidas. 


Normalmente, la existencia de esa obligación de hacer, aunque preparatoria de la de entregar la cosa, reclamará la aplicación de algunas de las normas propias de los contratos de ejecución de obra o de arrendamiento de servicios, combinadas con las de la compraventa. 



La doctrina que identifica la compraventa de cosa futura con un contrato condicional, considera que esas obligaciones previas son las características de la fase de pendencia de la condición suspensiva. En esa fase precedente a la existencia de la cosa, surge ya la relación jurídica derivada del contrato y produce efectos positivos —deber de procurar el nacimiento de la cosa, de conservarla...— y negativos —deber de no obstaculizar...—, los cuales conectan con el deber de diligencia a que se refiere el art. 1122 CCiv. 

El contrato por el que una de las partes se obliga, a cambio de un precio en dinero o signo que lo represente, a entregar una vivienda o local en proyecto o en construcción, una vez terminada, constituye una modalidad característica de la compraventa de cosa futura, al menos como regla general. 

Por otro lado, el contrato pertenece a la subespecie de aquéllos en los que el vendedor asume la obligación, preparatoria, de construir o promover la construcción de la cosa a entregar. Así lo pone de manifiesto el TS en la sentencia de 1 de julio de 1992 (LA LEY 1-5/1993), y ello lo convierte en un contrato complejo, y lo somete a algunas de las normas propias del de ejecución de obra, combinadas con las de la compraventa.

Por otra parte, el periculum, en la compraventa de cosa futura, no sólo es origen de cuestiones prácticas, sino que constituye también un útil medio de constatar la naturaleza del contrato, pues: 


	
1. En este tipo de contrato, más que el periculum rei —determinación de quién ha de soportar la pérdida de la cosa— interesa configurar el periculum obligationis —en el sentido de repercusión que tiene la imposibilidad, sobrevenida e inimputable, de que el vendedor cumpla, sobre la contraprestación debida por el comprador—. Trátase, al fin, de determinar si, extinguida la obligación de entrega y liberado el deudor, debe el otro contratante pagar el precio o no. 

	
2. Este periculum obligationis sólo se plantea cuando la imposibilidad de cumplir es sobrevenida —aparecida después de haberse perfeccionado el contrato—, pero anterior a la entrega de la cosa —que es el cumplimiento: res empta et nondum tradita—. Si la cosa originariamente no existe ni puede existir —no es presente ni futura—, el contrato no se habrá perfeccionado —art. 1460 CCiv—, y si se pierde después de haber sido entregada al comprador, la cuestión no afectará a la obligación, sino al derecho real de éste —res perit domino— 

	
3. El riesgo contractual presupone una imposibilidad no imputable al deudor, de acuerdo con las reglas generales de imputación de responsabilidad, pues aquélla es la única que extingue la obligación y libera al obligado —arts. 1182 y 1184 CCiv—. De serle imputable el incumplimiento —arts. 1096 III y 1182 CCiv—, la prestación será aún exigible, bien que transformada en la satisfacción del id quod interest —arts. 1096 III y 1101 CCiv—. En el caso de obligaciones en que la prestación debida consiste en la entrega de una cosa, el periculum obligationis no sólo viene determinado por la destrucción de aquélla —interitus rei— o por su extravío —amissio rei—, sino también por los deterioros que reciba y por los obstáculos o impedimentos jurídicos al cumplimiento. Pero, al tratarse de la entrega de una cosa futura, si es que no está in rerum natura, aparece un periculum específico: el determinado porque la cosa no llegue a existir —o a individualizarse o a tener sobre ella poder de disposición el vendedor—. 





Pérdida de la cosa

Si la cosa objeto de la compraventa se pierde tras la perfección del contrato (pérdida sobrevenida), se aplican las normas sobre extinción de la obligación (del vendedor: de entregar la cosa) por imposibilidad sobrevenida de la prestación (art. 1182 CCiv) según sea imputable o no al deudor, con las consecuencias en orden a la resolución del contrato (art. 1124 CCiv), o bien, en su caso, se aplica la doctrina de los riesgos (art. 1452 CCiv).

El art. 1460 CCiv contempla el supuesto de pérdida de la cosa que tiene lugar con anterioridad a la celebración del contrato (“Si al tiempo de celebrarse la venta...”, dice el precepto), es decir, tras los tratos previos, o incluso tras únicamente de la oferta.

Si esta pérdida de la cosa es total, esto es, se ha perdido la cosa al tiempo de la perfección del contrato de compraventa y ésta no llega a existir; dice el art. 1460 I CCiv que “quedará sin efecto el contrato”, aunque en realidad no es que quede sin efecto, sino que el contrato no llega a existir por falta de objeto, elemento esencial del mismo, sin que puedan aplicársele las reglas de responsabilidad por perecimiento de la cosa, que presuponen que la obligación de entregar ya ha nacido y que la pérdida tiene lugar con posterioridad (arts. 1156, 1182 a 1186 CCiv).

Que esta pérdida sea o no culpable, no lo considera este artículo, que es ajeno al tema de la responsabilidad in contrahendo, precontractual.

Si la pérdida de la cosa es parcial, dice el art. 1460 II CCiv que “el comprador podrá optar entre desistir del contrato o reclamar la parte existente, abonando su precio en proporción al total convenido”.

En realidad tampoco es así exactamente: primero: puede no celebrar el contrato, simplemente porque no presta el consentimiento en el contrato de compraventa con la cosa perdida parcialmente y no incurre en responsabilidad in contrahendo; segundo, puede prestar el consentimiento, siempre de acuerdo con el vendedor, y perfeccionar el contrato sobre la cosa que queda (la parte no perdida) y el precio proporcional.

La doble venta

El art. 1473 CCiv contempla el supuesto de la doble venta o venta múltiple si se da más de dos veces, que consiste en que una misma cosa es vendida dos o más veces por su propietario actual a distintos compradores —por tanto, se produce tras la perfección del contrato de compraventa y antes de su consumación— Habiendo de ser adquirida la cosa por uno de los varios compradores, se plantea el conflicto de adquisiciones, determinando los criterios que habrán de decidir la prioridad entre ambos compradores, esto es, quién, de los varios compradores, va a adquirir la cosa, dependiendo de cuál sea la naturaleza —mueble o inmueble— de la cosa vendida:


	
•  Si la cosa vendida es mueble, el que primero haya tomado posesión de ella con buena fe. En defecto de ésta, el Código no se decanta por criterio de preferencia alguno, si bien la doctrina considera que debe aplicarse analógicamente lo dispuesto respecto de los inmuebles, lo que favorece al que presentara el título de fecha más antigua

	
•  Si es inmueble, la adquiere:
	
1. el que antes la haya inscrito en el Registro de la Propiedad, lo que presupone que antes hubo tradición real o instrumental (escritura pública): se exige la buena fe, aunque no lo diga expresamente el texto legal, pero se deduce del conjunto del mismo y de ponerlo en relación con el art. 34 LH 1946 y así lo exige reiterada jurisprudencia; 

	
2.  si no hay inscripción, la adquiere el comprador que primero haya tomado posesión de ella de buena fe; la toma de posesión se refiere a la entrega por el vendedor y consiguiente recepción por el comprador, es decir, a la tradición real o ficticia; 

	
3.  si no hay inscripción ni posesión, la adquiere el que tenga título de fecha más antigua y buena fe.







En todos estos casos la buena fe del adquirente se entiende en sentido subjetivo, esto es, como desconocimiento de que la cosa que se le vendió a él había sido vendida también a otro.

[No debe confundirse el problema de la doble venta, en la que un vendedor vende la misma cosa a dos personas y deberá solucionarse quién adquiere, con la cuestión distinta de la venta de cosa ajena, en la que un vendedor vende una cosa a uno, que la recibe y adquiere, y a otro más, por lo que ya no será una doble venta, sino una venta de cosa ajena, la cual no es nula ni inexistente, sino ineficaz por falta de poder de disposición y un adquirente posterior puede ser protegido, como adquirente a non domino en virtud del art. 464 CCiv en los bienes muebles y del art. 34LH 1946 en los inmuebles (vid. SSTS de 5 de marzo de 2007, Rec. 5299/1999 ó 5 de mayo de 2008, Rec. 786/2001). ]


El precio

La aportación de precio en los negocios de compraventa es elemento esencial para su plena validez, cuya realidad debe resultar constatada, es decir, darse precio efectivo, toda vez que doctrina jurisprudencial reiterada impone la necesidad de que exista precio como elemento esencial del contrato.

A su vez, el precio en el contrato de compraventa, como típica obligación pecuniaria, lo distingue de la permuta —en el que la contraprestación es la entrega de una cosa— y de la donación —en que no hay intercambio de cosa por precio, y existe un animus de liberalidad.

Pero puede ocurrir que se entregue una cosa a cambio, en parte en dinero y en parte en otra cosa. Los contratante han querido celebrar una compraventa y la otra cosa es meramente complementaria (de regalo extra, de propina); o al revés, han querido cambiar una cosa por otra y el dinero es para completar o ajustar la posible diferencia del valor (las «vueltas»): en consecuencia, es claro que habrá que estar a la intención de los contratantes (art. 1446 CCiv).

Lo único que exige el art. 1445 CCiv es que el precio sea cierto en dinero o signo que lo represente lo que debe ser interpretado como títulos valores que incorporen créditos dinerarios (letra de cambio, pagarés u otros títulos valores) a que se refiere el art. 1170, párrafos 2. º y 3. º CCiv, sin que en la regulación de la compraventa se exija que el precio sea justo, y coincidente con determinado valor. El código no lo exige, aunque puedan existir vestigios en las Compilaciones Forales que reconocen la rescisión por lesión ultra dimidium, en Cataluña o Navarra.

La formulación del Código gira sobre la autonomía de la voluntad, que reconoce la libertad de pacto anclada en las ideas de la economía liberal de mercado, salvo los supuestos de productos de precios regulados e intervenidos, limitándose a exigir que sea cierto (art. 1445 CCiv), en el sentido de veraz —no simulado—, y determinado en el momento de la perfección del contrato o determinable sin necesidad de nuevo acuerdo entre las partes ( art. 1273 CCiv), pudiendo servir de referencia para su fijación el precio o valor de una determinada cosa o dejarse su señalamiento al arbitrio de persona determinada (art. 1447 CCiv).

TÉNGASE EN CUENTA: En cuanto a la veracidad, la doctrina jurisprudencial ha declarado de forma reiterada que, para demostrar que el contrato es simulado, debe acudirse a la prueba de presunciones, constituyendo indicios de simulación el precio irrisorio o insignificante.


Por el contrario, cuando se estuviere en presencia de un precio vil —inferior al valor de mercado— no se originaría la invalidez radical del contrato por este sólo motivo, por no ser indispensable en nuestro Ordenamiento positivo la existencia de adecuación entre ese elemento integrante del pacto y el verdadero valor de la cosa enajenada,

Respecto al requisito de determinibilidad, el precio es determinado cuando su cuantía es conocida por las partes aunque no se exprese en el contrato.

El art. 1447 CCiv prevé dos supuestos de precio determinable: por la referencia a otra cosa cierta y por el arbitrio de persona determinada; varias precisiones:


	
•  La enumeración de los casos que comprende dicho precepto no es "numerus clausus" o exhaustiva, sino meramente enunciativa o "ad exemplum", por lo que dicha relación o enumeración pueda extenderse a cualesquiera otros que permitan determinar el precio sin nuevo acuerdo de las partes.

	
•  En primer lugar, el precio puede quedar fijado "con referencia a otra cosa cierta". Significa "cosa" en sentido literal y también en sentido gramatical muy amplio, que comprende incluso un hecho; es decir, todo caso de una base objetiva.

	
•  En segundo lugar, el precio puede ser fijado al arbitrio de persona determinada. Es la figura del arbitrador, no el árbitro propiamente dicho de la Ley de Arbitraje, que tiene libertad para fijar el precio. Cabe la impugnación de la fijación si ha prescindido de las instrucciones que para ello le dieron las partes o si falta a la equidad. Y si no quiere o no puede señalarlo, añade este artículo, "quedará ineficaz el contrato", lo que significa que el contrato no llega a nacer, no existe, por falta del elemento esencial de precio cierto.  





En la venta de valores, líquidos y cosas fungibles, la determinación del precio podrá realizarse en referencia al que la cosa vendida tendría en un determinado día, bolsa o mercado, o un tanto mayor o menor que ese mismo precio (art. 1448 CCiv).

 Se trata de una especificación o concreción de la regla general contenida en el art. 1447 CCiv: el precio es cierto cuando es determinable por razón del llamado «precio de mercado» o «precio corriente» en que se pone en relación el precio de la cosa vendida fungible con el que tenga en el mercado; y aunque el art. 1448 CCiv se refiere a la venta de “valores, granos, líquidos y demás cosas fungibles” —no en el sentido de consumibles, sino como cosas que se venden por su peso, número o medida—, nada impide que el precio de la compraventa se fije en relación con el valor que adquieran otras cosas en otro tipo de bolsas o mercados que aseguren la pública fijación del mismo.


Lo que el art. 1449 CCiv prohíbe es que la determinación del precio quede a la libre voluntad de una de las partes. 



Tanto el vendedor como el comprador pueden fijar el precio que quieran pero la perfección del contrato precisará el acuerdo de la otra parte para que se produzca el consentimiento (acuerdo de voluntades). Lo que no es precio cierto es que las partes pretendan que se perfeccione el contrato de compraventa y quede el precio supuestamente determinable por la voluntad única de una de las partes.

Si bien es posible que, después de haber señalado precio una de las partes, la otra lo acepte a posteriori, quedando en ese momento perfeccionado el contrato.

Ahora bien, como se ha adelantado, la fijación del precio de la venta puede haberse encomendado a una persona determinada —física u órgano colegiado— (art. 1447 CCiv), a la que se denomina arbitrador.

Como dice la STS de 30 de noviembre de 2010, Rec. 1275/2007 “la doctrina científica ha distinguido las figuras del “arbitrador” y del “árbitro”, porque este último resulta encargado de dirimir una cuestión entre las partes, mientras que el “arbitrador” desempeña una función por encargo de las partes”, en este caso, integrar una parte del contrato que otros celebran (STS de 10 de marzo de 1986 (LA LEY 10847-JF/0000)). 

La designación de este sujeto —o sujetos— corresponde a ambos contratantes, que habrán de establecer el tipo de arbitrio que desean: arbitrio puro ( arbitrium merum ) o de equidad (arbitrium boni viri), dependiendo de si quieren que el árbitro resuelva según su leal saber o entender —de acuerdo con la buena fe, señalando un precio atendiendo a las circunstancias del caso— o de acuerdo con las reglas de equidad —que le conducirá a fijar un precio de mercado—. 

Si el arbitrador no pudiere o no quisiere señalar precio —concluye el art. 1447 CCiv— el contrato quedará ineficaz. La razón de tal sanción contractual es que el contrato queda sin uno de sus elementos esenciales —a saber, el objeto— (art. 1261 CCiv). Por ello, la misma solución debe predicarse en el caso de que la decisión del arbitrador hubiera sido impugnada por haberse prescindido de las instrucciones que para ello le dieron las partes o si falta a la equidad.

Causa

En la triple clasificación que de los contratos se hace en el art. 1274 CCiv, al concretar que en los contratos onerosos se entiende por causa para cada parte contratante, la prestación o promesa de una cosa o servicio por la otra parte, el de compraventa es oneroso, de ahí que, la causa del contrato de compraventa es para el vendedor el precio, y para el comprador que se obliga a pagar un precio cierto, es la entrega de la cosa vendida.


La causa de la compraventa no es la transmisión de la propiedad, según la doctrina mayoritaria.



El contrato de compraventa pertenece al grupo de los contratos traslativos del dominio, obligacionales: produce la transmisión de la propiedad, no por sí misma, sino mediante la tradición. Para la adquisición del derecho de propiedad (u otro derecho real poseíble) por contrato, es preciso éste —que es el título—, completado por la tradición real o ficticia —que es el modo— (doctrina del título y el modo). En consecuencia, la compraventa no produce la transmisión de la propiedad de la cosa vendida, sino la obligación de transmitirla: es un contrato traslativo del dominio, del tipo obligacional.

En relación con lo anterior, se plantea el tema de si el vendedor se obliga a transmitir la propiedad. En el Código Civil al igual que en el derecho romano, no hay norma alguna que imponga al vendedor la obligación de transmitir la propiedad: es decir, si el comprador descubre que el vendedor no era el propietario, ni le podía ni puede transmitir la propiedad, no hay una sola norma que le permita reclamar (reclamar. . . ¿qué?). Pues lo cierto es que la compraventa impone al vendedor la obligación de entregar la cosa y proporcionar al comprador la posesión pacífica de la misma —como en el derecho romano— y si resulta que el vendedor es propietario, esta entrega —tradición real o ficticia— producirá la transmisión de la propiedad, su adquisición por el comprador.


CONCLUSIÓN:

	
•  En el Código Civil, el contrato de compraventa produce en el vendedor la obligación de entrega de la cosa y no la de transmitir la propiedad; pero si el vendedor es propietario, la compraventa (como título) y la entrega de la cosa (como modo), esencial obligación del vendedor, producen en el comprador la adquisición de la cosa.




Forma y perfección del contrato

El contrato de compraventa es consensual, ya que se perfecciona por el mero consentimiento y no requiere una forma determinada, sino que se acoge para su validez al principio de libertad de forma, que es la regla general en nuestro derecho (art. 1278 CCiv).

Ciertamente el contrato de compraventa se perfecciona por el acuerdo de las partes sobre el objeto y el precio (arts. 1445 y 1450 CCiv), y aunque el art. 1280.1.º CCiv diga que deberán constar en documento público los actos y contratos que tengan por objeto la creación, modificación, transmisión o extinción de derechos reales sobre bienes inmuebles, nuestro sistema, adscrito a la corriente espiritualista desde el Ordenamiento de Alcalá, no entiende este requisito formal como «ad solemnitatem», sino «ad probationem», es decir, que las partes pueden recíprocamente compelerse a otorgar y que desempeña la función instrumental de facilitar el acceso del título al Registro de la Propiedad (art. 3 LH 1946).


Los gastos de otorgamiento de la escritura pública serán de cuenta del vendedor. Los de primera copia y las demás posteriores a la venta serán de cuenta del comprador, salvo pacto en contrario (art. 1455 CCiv).



Derechos y obligaciones de las partes

Derechos y obligaciones del vendedor

El art. 1461 CCiv enumera las dos obligaciones esenciales del vendedor: entrega y saneamiento de la cosa objeto de la venta.

La entrega de la cosa

La principal obligación del vendedor, que opera como contraprestación del pago del precio por la otra parte, es la entrega de la cosa objeto del contrato, cuyo incumplimiento da lugar a la aplicación del art. 1124, a diferencia de la obligación de saneamiento, que puede ser exigida, pero sin dar lugar a la resolución.

Como ya se ha adelantado, el vendedor no está obligado a transmitir la propiedad de la cosa vendida; sus obligaciones se reducen a su entrega y saneamiento, y si resulta que el vendedor es propietario, esta entrega —tradición real o ficticia— producirá la transmisión de la propiedad, su adquisición por el comprador.


La cosa habrá de entregarse en el mismo estado en el que se encontraba al perfeccionarse la venta, debiendo el vendedor poner también a disposición del comprador los frutos producidos a partir de ese mismo momento (arts. 1095, 1468 CCiv), así como de los accesorios, aunque no hubieran sido mencionados en el contrato (art. 1097 CCiv).



El Código Civil prevé distintas formas de traditio o entrega.

A la tradición real se refiere al párrafo 1.º del art. 1462 CCiv, definida como la puesta en poder y posesión del comprador, que se aplica tanto a las compraventas de cosas muebles como de inmuebles.

En el párrafo 2.º de este artículo y en los siguientes, se contemplan diversos supuestos de traditio ficta, tradición en que no se da un traspaso o entrega efectiva de la cosa, poder y posesión, sino un signo que la representa, como ficción de entrega, produciendo los mismos efectos que ésta.

Así, en primer lugar, el art. 1462 párrafo 2.º CCiv regula la traditio instrumental, mediante el otorgamiento de escritura pública, sin necesidad de desplazamiento posesorio, a no ser, como añade en su último inciso, que “de la misma escritura no resultare o se dedujere claramente lo contrario”: que las partes excluyen expresamente el efecto de tradición que tiene la escritura pública.

En segundo lugar, el art. 1463 CCiv dispone que constituye tradición “la entrega de las llaves del lugar o sitio donde se hallan almacenadas o guardadas”, si el contrato tuviera por objeto bienes muebles (traditio simbólica), y el acuerdo o conformidad de los contratantes, si la cosa vendida no puede trasladarse a poder del comprador en el instante de la venta (traditio consensual), o si éste la tenía ya en su poder por algún otro motivo (traditio brevi manu).

En tercer lugar, variante de este último supuesto, es el inverso, conocido con el nombre de constitutum possessorium: es el caso de que el vendedor, transmitente, continúa poseyendo la cosa como arrendatario, depositario o en cualquier otro concepto. El Código Civil no lo prevé expresamente.

En cuarto lugar, el art. 1464 CCiv contempla la cuasitradición, esto es, la tradición de derechos.

Esta cuasitradición puede ser real cuando se entrega materialmente el poder de hecho, y a ella se refiere el último inciso del art. 1464 CCiv: El uso que haga de su derecho el adquirente, con consentimiento del transmitente; pero puede ser también fingida: instrumental, por otorgamiento de escritura pública, si de la misma no resulta o se deduce lo contrario (primer inciso del art. 1464 CCiv, que se remite al art. 1462 párrafo 2.º CCiv) y documental (segundo inciso del art. 1464 CCiv) por el hecho de poner en poder del comprador los títulos de pertenencia.

El art. 1465 CCiv se ocupa de los gastos de entrega de la cosa vendida y de los de su transporte: los gastos de entrega de la cosa vendida son de cuenta del vendedor, y los de transporte o traslado (se entiende que éstos son los que se producen, si hace falta, desde el lugar de entrega al lugar de utilización por el comprador), de cargo del comprador, salvo en el caso de estipulación especial. 

A falta de norma especial, la cosa deberá entregarse en el lugar pactado y, en su defecto, en el lugar donde se hallaba la cosa al perfeccionarse el contrato. Como criterio supletorio, si no fuera posible aplicar ninguno de los anteriores (v. gr., en el caso de la compraventa de cosa futura), la entrega deberá producirse en el domicilio del deudor (art. 1171 CCiv). 

Como gastos de entrega suelen mencionarse los que derivan de la determinación de la cosa objeto del contrato por un tercero (arbitrador); la especificación de las cosas genéricas; el pesado, cuenta o medición de cosas fungibles; la liberación de cargas y gravámenes...

El art. 1466 CCiv dispone que el vendedor no debe cumplir su obligación básica (la entrega de la cosa) si el comprador no cumple la suya (pago del precio), es decir, que el cumplimiento de las obligaciones básicas de vendedor (entrega de la cosa) y comprador (pago del precio), debe ser simultáneo. O lo que es lo mismo, cada parte, cuando cumpla su obligación básica, puede exigir de la otra el simultáneo cumplimiento de la suya.

Lo anterior no es aplicable cuando, como prevé el último inciso de este artículo, se ha pactado un término o plazo para el cumplimiento por el comprador, de su obligación de pago del precio. En tal caso, la simultaneidad no rige: el vendedor cumplirá su obligación de entrega de la cosa en el momento de la perfección del contrato de compraventa y el comprador cumplirá la suya de pago del precio cuando venza el plazo.

El art. 1467 CCiv prevé la posibilidad de que el vendedor no haga entrega de la cosa al comprador, cuando habiéndose aplazado el pago, se descubriese que el comprador era insolvente, de tal suerte que el vendedor corriera inminente riesgo de perder el precio, a menos que aquél afianzara el pago en el plazo convenido.

TÉNGASE EN CUENTA: La insolvencia a la que se refiere el precepto puede ser anterior o posterior a la venta, pero no es preciso que esté declarada judicialmente, ni tampoco es suficiente la mera sospecha de dificultades económicas, sino la constancia de una situación económica de insolvencia.


Se exceptúa de esta regla el caso en que el comprador “afiance pagar en el plazo convenido”. Podrá ser cualquier tipo de fianza, contrato de fianza civil (arts. 1822 y ss.) o aval bancario u otro tipo de garantía segura (por ejemplo, garantía hipoteca). En cuyo caso, el comprador puede exigir la entrega de la cosa y el vendedor deberá entregarla y esperar el vencimiento del plazo, para recibir el precio, que ha sido garantizado.

La diferencia entre este precepto y el art. 1503 CCiv, es que en este último el vendedor ya ha entregado la cosa, y a posteriori se descubren ciertas circunstancias —v. gr. insolvencia del deudor— que le pueden llevar a temer la pérdida de la cosa y del precio, con lo que se le permite instar inmediatamente la resolución de la venta.

Los problemas que presentan en la entrega las diferencias de cabida y calidad en la compraventa inmobiliaria (arts. 1469 a 1472 CC), merecen un tratamiento aparte, que se verá más adelante.

La obligación de saneamiento

La importancia que en la práctica tiene la obligación de saneamiento obliga a dedicarle un epígrafe propio.

Otras obligaciones del vendedor

Además de estas dos obligaciones esenciales del vendedor (entrega y saneamiento de la cosa objeto de la venta), éste tiene otras, como los gastos de otorgamiento de escritura (art. 1455 CCiv) y las obligaciones generales de conservación de la cosa que debe entregar (art. 1094 CCiv) o de entrega de los accesorios (art. 1097 CCiv).

Derechos y obligaciones del comprador

Pago del precio

La obligación de pago del precio la enuncia expresamente el art. 1500 CCiv: “el comprador está obligado a pagar el precio ...”.

El incumplimiento de esta obligación, al igual que la de la entrega de la cosa por el vendedor, da lugar a la resolución, típica de las obligaciones bilaterales, prevista en el art. 1124 en general, pero que para inmuebles, los arts. 1503 y 1504 añaden unas reglas particulares y el art. 1.505 establece un caso especial de resolución para muebles.


La obligación de pago es una obligación de dar una cantidad de dinero, típica obligación pecuniaria.



El comprador está obligado a pagar el precio de la cosa vendida en el tiempo y lugar fijados por el contrato y, en defecto de pacto, dispone el art. 1500 párrafo 2.º CCiv que deberá hacerse el pago en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de la cosa vendida (lo que es expresión —de la regla de cumplimiento simultáneo y exceptio non adimpleti contractus propia de las obligaciones bilaterales).

El art. 1502 CCiv permite a quien hubiera adquirido por compraventa un bien y hubiera sido perturbado en la posesión o dominio de la cosa adquirida, o tuviere fundado temor de serlo por una acción reivindicatoria o hipotecaria, suspender el pago del precio hasta que el vendedor haya hecho cesar la perturbación o el peligro, a no ser que afiance la devolución del precio en su caso, o se haya estipulado que, no obstante cualquiera contingencia de aquella clase, el comprador estará obligado a verificar el pago.

La perturbación ha de proceder de una causa anterior a la venta, desconocida por el comprador en el momento de celebración del contrato, que ha de comunicarla al vendedor para que éste pueda afianzar la devolución del precio. Naturalmente no se trata de una perturbación ya consumada, porque en ese caso lo que procedería sería el saneamiento por evicción (arts. 1474 y ss. CCiv).

Alguna jurisprudencia antigua incluye también dentro del ámbito de la norma el embargo de la cosa por deudas del vendedor (STS de 31 de octubre de 1987 (LA LEY 192-1/1987)), algo que ha sido objeto de críticas por la doctrina, dado que el comprador podría en este caso ejercitar una tercería de dominio demostrando su propiedad anterior (art. 595 LEC).

Ciertamente la jurisprudencia ha permitido en ciertos supuestos la extensión del contenido del precepto jurídico aludido no solo al ejercicio de las acciones reivindicatorias e hipotecarias mencionadas en el precepto, sino, en su caso, a la existencia en potencia de un peligro perturbatorio en relación con la propiedad pacífica del adquirente, como pudieran ser la existencia de embargs de la cosa por deudas del vendedor (así, citada STS de 31 de octubre de 1987 (LA LEY 192-1/1987)), pero la doctrina jurisprudencial más reciente, sobre requisitos afectos a la válida aplicación del art. 1502 CCiv condiciona la aplicación del precepto a los requisitos siguientes: 


	
Primero.   Que el comprador sufra actualmente una perturbación o tema sufrirla en el futuro, provenientes ambas precisamente del ejercicio posible de una acción reivindicatoria o hipotecaria, únicas que autorizan a suspender el pago del precio dentro del término estipulado, pues el citado art. 1502 es de interpretación restrictiva y no puede ampliarse a acciones distintas de las que en él se mencionan. 

	
Segundo.   Que el temor de perturbación sea fundado, sin que sea bastante a autorizar la suspensión la suspicacia de un comprador desconfiado o pesimista, ni servir de pretexto para abusos maliciosos y resistencias injustificadas. 

	
Tercero.   Que el comprador notifique al vendedor su decisión de suspender el pago del precio, pues ni ésta puede ser indefinida ni puede subsistir cuando el vendedor afiance la devolución del precio, lo que no podría hacer si no se le notifica el ejercicio de esta facultad suspensiva (STS de 18 de octubre de 1994 (LA LEY 130/1995).  ).



Asimismo, la STS de 14 de diciembre de 2000, Rec. 183/1996, y sobre el último requisito citado, reseña que "... la efectividad del tantas veces mencionado art. 1.502 del Código Civil exige asimismo como requisito "sine qua non" que la decisión de suspender el pago se notifique con carácter previo al vendedor, pues esa decisión no puede ser indefinida, ni puede subsistir cuando el vendedor afiance la devolución del precio; lo que no se podrá hacer si no se le notifica esa facultad suspensiva, según se explicita en la sentencia de 4 de junio de 1.992 ...". 

Resolución esta última que reseñaba que ".... según reiterada jurisprudencia, el art. 1502 ha de interpretarse restrictivamente, y su supuesto de hecho no puede ampliarse a casos distintos no comprendidos en el texto legal.... sin que baste, para entenderse fundado el temor el hecho de no hallarse inscrita la finca en el Registro a favor del vendedor.... Además es necesario que la decisión de suspenderse se notifique con carácter previo al vendedor, pues esa decisión no puede ser indefinida no puede subsistir cuando el actor afiance la devolución del precio; lo que no podrá hacer si no se le notifica esa facultad suspensiva...".

ATENCIÓN: A efectos de aplicación del precepto, es indiferente que estas causas de perturbación figurasen inscritas en el Registro de la Propiedad, siempre que el vendedor no las hubiera declarado al comprador. 


Abono de intereses

Como obligación complementaria al pago del precio, el art. 1501 CCiv regula los tres supuestos en que el comprador está obligado a pagar intereses, en los supuestos de precio aplazado “por el tiempo que medie entre la entrega de la cosa y el pago del precio”:


	
•  Cuando así se hubiere convenido.El pacto de devengo de intereses ha de ser expreso (cf.: art. 1755 CCiv), y la cuantía de los mismos será la convenida o, en su defecto, el interés legal (art. 1108 CCiv) que determina la Ley de 29 de junio de 1984.



	
•  Si la cosa vendida y entregada produce fruto o renta, por compensación al derecho del comprador de hacerlos suyos (art. 1095 CCiv).Alcanza a cualquier tipo de fruto, natural o civil. Pero no alcanza a la utilidad que pueda reportar al comprador. La cuantía del interés será el legal.



	
•  Si se hubiere constituido en mora, con arreglo al art. 1100 CCiv.La remisión a la norma general sobre la mora del deudor, en este caso, del comprador deudor de la obligación de pago en obligaciones recíprocas exige que el comprador esté constituido en mora a través de intimación, salvo que nos encontrásemos ante uno de los supuestos de mora automática que el propio precepto contiene. Precisamente por tratarse de obligaciones recíprocas, el comprador se encontrará en mora llegado el término de vencimiento si el vendedor hubiera entregado la cosa.





Otras obligaciones del comprador

Además de la obligación de pago del precio y de abono de los intereses el comprador está obligado a colaborar para que el vendedor pueda hacer efectiva la entrega de la cosa, incurriendo en caso contrario en mora accipiendi , cuyas consecuencias son la de soportar los riesgos de perecimiento de la misma en poder del vendedor y la facultad que asiste a este último de resolver la venta en los casos del art. 1505 CCiv.

Además, entre otros gastos que ya se han explicitado, corresponden al comprador los gastos realizados por el vendedor para la producción de los frutos que luego le ha de entregar (cfr. arts. 1095, 1468 CCiv), así como los de inscripción.

Obligaciones de información en la formalización de los contratos de compraventa


En la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda (en adelante, LV) se prevén una serie de obligaciones de información que debe facilitarse con carácter previo a la compra (o arrendamiento) de vivienda por todos los agentes del sector inmobiliario.



En efecto, como proclama su Exposición de Motivos, uno de los objetivos que persigue la LV es “mejorar la protección en las operaciones de compra y arrendamiento de vivienda, introduciendo unos mínimos de información necesaria para dar seguridad y garantías en el proceso”.

Y en este sentido, el art. 1.3 LV dice que “la ley también tiene por objeto reforzar la protección del acceso a información completa, objetiva, veraz, clara, comprensible y accesible, en las operaciones de compra y arrendamiento de vivienda”.

Las medidas de protección se recogen en el Título IV de la ley bajo el epígrafe de “Medidas de protección y transparencia en las operaciones de compra y arrendamiento de vivienda”.

Además de remitirse a los derechos reconocidos en texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, y en la legislación autonómica aplicable, se reconoce específicamente el derecho a recibir información que sea completa, objetiva, veraz, clara, comprensible y accesible, sobre las características de las viviendas, sus servicios e instalaciones y las condiciones jurídicas y económicas de su adquisición, arrendamiento, cesión o uso, y que esta información sea accesible para personas con discapacidad y dificultades de comprensión (art. 30.1 LV).

[Este deber de información es exigible de cualquier agente que opere en el sector de la edificación y rehabilitación de viviendas y prestación de servicios inmobiliarios, que estén facultados para la transmisión, el arrendamiento y la cesión de las viviendas en nombre propio o por cuenta ajena, tales como promotores, propietarios y otros titulares de derechos reales, agentes inmobiliarios y administradores de fincas (art. 30.2 LV).]


Finalmente, el art. 30.3 LV precisa que “A los efectos de los apartados anteriores, se entiende por información o publicidad toda forma de comunicación dirigida a demandantes de vivienda, usuarios o al público en general con el fin de promover de forma directa o indirecta la transmisión, el arrendamiento y cualquier otra forma de cesión de viviendas”. Y aclara que “Se entiende incompleta, insuficiente o deficiente la información que omita datos esenciales o los contenga en términos capaces de inducir a error a los destinatarios o producir repercusiones económicas o jurídicas que no resulten admisibles, por perturbar el pacífico disfrute de la vivienda en las habituales condiciones de uso”.

Por otro lado, el art. 31.1 LV enumera la información mínima y previa a la formalización de la operación de compra o arrendamiento y entrega de cantidades a cuenta que puede ser requerida por el interesado y que viene referida a los siguientes datos:


	
a)  Identificación del vendedor o arrendador y, en su caso, de la persona física o jurídica que intervenga, en el marco de una actividad profesional o empresarial, para la intermediación en la operación.

	
b)  Condiciones económicas de la operación: precio total y conceptos en éste incluidos, así como las condiciones de financiación o pago que, en su caso, pudieran establecerse.

	
c)  Características esenciales de la vivienda y del edificio, entre ellas:
	
1.   Certificado o cédula de habitabilidad.

	
2.   Acreditación de la superficie útil y construida de la vivienda, diferenciando en caso de división horizontal la superficie privativa de las comunes, y sin que pueda en ningún caso computarse a estos efectos las superficies de la vivienda con altura inferior a la exigida en la normativa reguladora.

	
3.  Antigüedad del edificio y, en su caso, de las principales reformas o actuaciones realizadas sobre el mismo.

	
4.   Servicios e instalaciones de que dispone la vivienda, tanto individuales como comunes.

	
5.  Certificado de eficiencia energética de la vivienda.

	
6.   Condiciones de accesibilidad de la vivienda y del edificio.

	
7.   Estado de ocupación o disponibilidad de la vivienda.





	
d)  Información jurídica del inmueble: la identificación registral de la finca, con la referencia de las cargas, gravámenes y afecciones de cualquier naturaleza, y la cuota de participación fijada en el título de propiedad.

	
e)  En el caso de tratarse de vivienda protegida, indicación expresa de tal circunstancia y de la sujeción al régimen legal de protección que le sea aplicable.

	
f)  En caso de edificios que cuenten oficialmente con protección arquitectónica por ser parte de un entorno declarado o en razón de su particular valor arquitectónico o histórico, se aportará información sobre el grado de protección y las condiciones y limitaciones para las intervenciones de reforma o rehabilitación.

	
g)  Cualquier otra información que pueda ser relevante para la persona interesada en la compra o arrendamiento de la vivienda, incluyendo los aspectos de carácter territorial, urbanístico, físico-técnico, de protección patrimonial, o administrativo relacionados con la misma.




La norma dice que “la persona interesada en la compra o arrendamiento de una vivienda que se encuentre en oferta podrá requerir”, de lo cual se deduce que la información debe facilitarse a petición del probable comprador o arrendatario.



Además, la persona interesada en la compra o arrendamiento de una vivienda podrá requerir información acerca de la detección de amianto u otras sustancias peligrosas o nocivas para la salud (art. 31.2 LV).

Resolución del contrato de compraventa

Conforme al art. 1506 CCiv “la venta se resuelve por las mismas causas que todas las obligaciones, y además por las expresadas en los capítulos anteriores, y por el retracto convencional o por el legal”.

Los arts. 1503, 1504 y 1505 CCiv regulan tres causas de resolución específicas de la compraventa:


	
•  El art. 1503 CCiv concede al vendedor la facultad de resolver el contrato de compraventa de cosa inmueble, no por incumplimiento de la otra parte (pago del precio por el comprador) sino por temor a dicho incumplimiento.

	
•  El artículo 1504 CCiv, que es complemento del art. 1124 CCiv, establece una especialidad para la resolución de la compraventa cuando se trata de inmuebles por falta de pago del precio en los plazos señalados, disponiendo que haya o no pacto comisorio (aquél en que se pacta expresamente «que por falta de pago del precio en el tiempo convenido tendrá lugar de pleno derecho la resolución del contrato), debe ser requerido de pago el comprador: antes del requerimiento, podrá pagar, aunque haya pasado el tiempo adecuado para ello (haya o no plazo para el cumplimiento de esta obligación) y después del requerimiento, se resuelve el contrato y el Juez ya no puede conceder nuevo plazo para el pago.

	
•  El art. 1505 CCiv establece la facultad del vendedor para resolver el contrato de compraventa de cosa mueble si el comprador no se presenta a recibir la cosa en el momento adecuado (previsto por la ley o por las partes) o presentándose, no ofrece el pago del precio. En este último caso, no habrá, lógicamente, facultad de resolución si se ha previsto un aplazamiento del pago del precio.




A pesar de la referencia legal al retracto convencional y al retracto legal como causas de resolución de la compraventa, ambos constituyen en realidad dos modalidades de derechos reales de adquisición, cuyo ejercicio, lejos de resolver una compraventa anterior, suponen la celebración de una nueva transmisión en favor de quienes retraen.



Promesa de venta

Dentro de la regulación de la compraventa, el art. 1451 CCiv contempla la promesa de vender o comprar como precontrato o pacto de contrahendo que puede ser unilateral (el llamado contrato de opción) o bilateral.

Lo define con precisión la STS de 31 diciembre 2001, Rec. 2407/1996 en estos términos: "(...) el negocio jurídico como un contrato de compromiso de compraventa, «con todas las connotaciones propias de la promesa bilateral de venta y de compra, a que el artículo 1451 del Código Civil hace referencia, y mediante el cual ambas partes, puestas de acuerdo en la cosa y en el precio y no queriendo aun concertar la compraventa, adquieren el compromiso recíproco de que cualquiera de ellas podrá exigir de la contraria, dentro del plazo pactado, el cumplimiento del contrato»”.

Lo que reitera y se refieren asimismo al precontrato bilateral de compraventa, las SSTS de 1 de junio de 2010, Rec. 506/2006 y 7 de septiembre de 2010, Rec. 460/2006.

En el precontrato, se concreta el contrato proyectado que las partes deberán poner en vigor, como primera fase del iter contractus y como segunda parte, es el cumplimiento de la anterior, que implica la vigencia de aquel contrato. De aquí que el contrato preparado debe reunir todos los elementos del mismo y debe contener el plazo de cumplimiento. Abundante jurisprudencia se ha ocupado de esta institución, siempre contemplando el plazo: así, STS de 24 de junio de 2011, Rec. 1953/2007. La promesa de venta es un precontrato bilateral de compraventa, por el que las dos partes tienen el derecho y el deber de poner en vigor el contrato de compraventa que habían preparado; en el precontrato se concreta el contrato proyectado que las partes deberán poner en vigor, como primera fase del iter contractus y como segunda parte, es el cumplimiento de la anterior, que implica la vigencia de aquel contrato. De aquí que el contrato preparado debe reunir todos los elementos del mismo y debe contener el plazo de cumplimiento.

La opción de compra (promesa de venta), mucho más frecuente en la práctica que la promesa de compra, ya se encuentre incorporada a otro contrato —arrendamiento con opción de compra— o constituya uno autónomo —precontrato respecto de la figura negocial cuya celebración permite— es una especie de precontrato entendido como una primera fase del iter contractus en el que la relación jurídica obligacional nace en el precontrato y en un momento posterior se pone en vigor el contrato preparado: así lo ha entendido y conceptuado reiterada jurisprudencia: citadas SSTS de 7 de septiembre de 2010, Rec. 460/2006 y 24 de junio de 2011, Rec. 1953/2007; que ha sido especialmente abundante cuando se ha referido al precontrato de opción de compra, como concesión por una parte a la otra de la facultad exclusiva de decidir el poner en vigor el contrato principal de compraventa.


Este precontrato de opción de compra puede ser otorgado por el concedente al optante sin precio, que sí lo habrá en la proyectada compraventa, o bien se otorga por un precio, llamado también prima.



La opción de compra es esencialmente temporal; las sentencias del 9 de febrero de 2009, Rec. 2689/2003 y 22 de septiembre de 2009, Rec. 242/2005 expresan literalmente que "(...) transcurrido el referido plazo, la opción queda extinguida y el comprador pierde su derecho". 

De acuerdo con las reglas generales, la transmisión de la propiedad exigirá no sólo el ejercicio de la opción, sino también la traditio o entrega de la cosa (que normalmente tendrá lugar a través del otorgamiento de la escritura pública de venta por ambas partes). Si la opción de compra se hubiera incluido en un contrato de arrendamiento, la posesión del arrendatario no será suficiente para entender consumada la venta (esto es, transmitida la propiedad), ya que la traditio brevi manu es una forma de traditio consensual que exige un acuerdo en este sentido (STS de 18 de julio de 2006, Rec. 3385/1999). Hasta que no tenga lugar la traditio, el concedente de la opción sigue siendo el propietario, razón por la cual, en caso de que el bien sea embargado posteriormente por sus acreedores, el titular de la opción tendrá vedada la interposición de una tercería de dominio (arts. 595 y ss. LEC).

La opción de compra sobre bienes inmuebles es inscribible en el Registro de la Propiedad, siempre que cumplan los requisitos del art. 14 RH 1947 —que consisten, además de las circunstancias necesarias para la inscripción, en el convenio expreso de las partes para que se inscriba, precio estipulado para la adquisición de la finca, y plazo para el ejercicio de la opción que no podrá exceder de cuatro años—, y tal opción inscrita es oponible y eficaz frente a terceros con el enérgico efecto publicitario que le otorga el Registro de la Propiedad.

Antes del ejercicio, el beneficiario tiene una facultad preferente de adquisición, que supone la posibilidad de adquirir la cosa en la misma situación jurídica que se encontraba al tiempo de la constitución de la opción, todo ello sin perjuicio de la modulación jurídica —en relación con asunción de gravámenes posteriores— que resulte del título constitutivo en virtud del principio de autonomía de la voluntad de las partes. La inscripción de la escritura pública que concede la opción de compra da lugar, según un sector doctrinal, a un derecho real y, según otro sector a un "ius ad rem", y aquel carácter ha sido reconocido en algunas Sentencias. 

Sin embargo, ante la falta de una norma sustantiva específica en el Derecho Común o General, resulta discutible pueda catalogarse entre los "iura in re aliena" con base en la doctrina del "numerus apertus", porque el acceso al Registro de la Propiedad (art. 14 RH 1947) no afecta a la esencia de los derechos y por lo tanto no trasmuta su naturaleza, y, por otro lado, la característica de la oponibilidad "erga omnes" —absolutividad— no parece suficiente para generar el "ius in re", cuando, como ocurre con el derecho de opción, falta el elemento de la inmediatividad —señorío directo e inmediato sobre la cosa—. 

[Comoquiera que sea, resulta incuestionable que la opción inscrita tiene eficacia o trascendencia real, en el sentido genérico de producir efectos respecto de terceros, por lo que convierte en claudicantes los derechos (no preferentes) que accedan al Registro de la Propiedad con posterioridad, los cuales sin embargo se consolidan en el caso de no ejercicio de la opción en tiempo o forma. ]


Ejercitada la opción de compra se consuma el contrato por el que se concedió y se perfecciona la compraventa, de tal manera que si ésta se formaliza en escritura pública, su otorgamiento opera como modo para la transmisión del dominio, y si se inscribe en el Registro se produce el cierre registral para los títulos que contravengan el principio del "tractu sucesivo" (art. 20 LH 1946). La eficacia "erga omnes" aludida implica que, al ejercitarse correctamente la opción, se extinguen todos los derechos y gravámenes establecidos con posterioridad a la inscripción de la opción, pues no otra cosa significa la trascendencia real, y como consecuencia la cancelación de los asientos registrales (art. 79.2.º LH 1946).

La reserva de dominio

Como excepción al sistema de adquisición/transmisión de la propiedad mediante el tradicional sistema de título (negocio apto causalmente para producir este efecto) y modo (entrega o traditio) herencia del derecho romano (art. 609 CCiv), la compraventa con reserva de dominio es aquella en la que la parte vendedora se reserva el mismo hasta que se realice el pago total del precio pactado por el comprador. 

La doctrina jurisprudencial decretó la plena validez de los pactos con reserva de dominio, no obstante la carencia de regulación legal, salvo las prevenciones que contiene la Ley 28/1998, de 13 de julio, de venta a Plazos de Bienes Muebles (LVPBM), con lo que hay que entender que si bien el vendedor transmite al comprador el dominio de la cosa vendida, esto no lo es de forma definitiva hasta que se pague por completo el precio pactado, actuando como garantía de cobro del mismo que se aplaza, lo que determina que, verificado el completo pago, se produce ipso iure, sin necesidad de ulteriores consentimientos, la transferencia dominical, por lo que no resulta afectada la perfección del contrato, que tiene lugar plena y vinculante, y salvo la dinámica de realización respecto a su consumación, pero sin que ataque a la transmisión ya operada, que priva en tanto de la libertad de disposición al adquirente bajo condición suspensiva, pero no de sus derechos de ejercitar las acciones procedentes para la conservación de sus derechos (art. 1121 CCiv). 

Estas situaciones producen, asimismo, para el vendedor, estando pendiente el pacto de reserva de dominio y mientras el comprador cumpla normalmente su obligación de pago, que carezca de poder de disposición respecto al bien que vendió, así como, y por ello, de facultades de transmisión del mismo a terceros, tanto en forma voluntaria como forzosa; Así lo exige la conservación necesaria de sus legítimos derechos, la equidad (art. 3.2 CCiv), los principios generales de la contratación (pacta sunt servanda), y la norma imperativa de que el cumplimiento de los contratos no puede dejarse al arbitrio de los contratantes (art. 1256 CCiv).


La reserva de dominio no está regulada con carácter general en nuestro derecho. En la compraventa de bienes muebles, el art. 15 LVPBM exige su inscripción en este Registro especial como requisito de oponibilidad frente a terceros. A la misma conclusión se llega respecto de los bienes inmuebles ex art. 32 LH 1946.
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